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Resumen: en esta propuesta de investigación profundizo en 
la conexión entre los derechos socioeconómicos, el desarrollo 
sostenible y la economía política y, por lo tanto, inicio un de-
bate sobre la necesidad de crear un “derecho a una economía 
sostenible”, con sus implicaciones y limitaciones en el sistema 
de derecho internacional de los derechos humanos. Propongo 
una base única, tomada del derecho y la economía política, de 
la que carece la literatura actual y, en consecuencia, abordo una 
laguna de conocimiento.

Abstract: in this research proposal, I dig into the connection 
between socioeconomic rights, sustainable development, and 
political economy, therefore, start a discussion about the neces-
sity of creating a “right to a sustainable economy,” with its im-
plications and constraints in the international human rights law  
system. I am proposing a unique foundation, taken from  
law and political economy, that the present literature is lacking 
and consequently addressing a knowledge gap.
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I. Introducción

A medida que el mundo se enfrenta a retos como la desigual-
dad económica, la pobreza, la crisis climática y la falta de acceso 
a los DESCA —especialmente tras la pandemia de COVID-19—, 
aumenta la concienciación sobre la necesidad de abordar las con-
secuencias negativas de las políticas económicas neoliberales.2 
Mi propuesta pretende poner de manifiesto los límites del actual 
marco jurídico internacional a la hora de abordar los impactos 
deliberados y aspira ofrecer alternativas que se centren en los de-
rechos humanos y las normas y principios del desarrollo sosteni-
ble en la toma de decisiones económicas.3 Según estudios recien-
tes, los daños de las políticas neoliberales no son un accidente; 
son consecuencia de la toma de decisiones políticas de poderes 
corporativos y de una regulación bancaria mundial inadecuada.4 

Un nuevo derecho a una economía sostenible, con base en de-
recho internacional de los derechos humanos, tiene el potencial 
de promover políticas inclusivas y ser la base de importantes liti-
gios estratégicos ante los sistemas internacionales de protección 
de derechos humanos de Naciones Unidas y las cortes regionales 
(africana, europea y latinoamericana). De esta forma, los Estados 
y las empresas rendirían cuentas ante el derecho internacional y, 
al mismo tiempo, empoderaría a los individuos. 

La versión amplia de este proyecto lleva a cabo un enfoque 
metodológico interdisciplinar, vinculando la investigación sobre 

2	 Cfr. Leach, M., MacGregor, H., Scoones, I., Wilkinson. A., Post-pandemic 
transformations: how and why COVID-19 requires us to rethink development, 
World Dev, 2021; Véase también, Ibn-Mohammed, et al., Un análisis crítico de 
los impactos de COVID-19 en la economía global y los ecosistemas y las oportuni-
dades para las estrategias de economía circular, Resour Conserv Recycl, 2021.

3	 Cfr. Kate Donald, “A Rights-Based Economy: in critical times, a roadmap 
for action”, Spotlight on sustainable development 2021. Demanding justice be-
yond rhetoric. Time to overcome contradictions and hypocrisy in the covid-19 
crisis, 2021, https://www.cesr.org/2021-spotlight-report/ Shawkat, Alam, 
Natalie Klein, y Juliette Overland (eds.), Globalisation and the quest for so-
cial and environmental justice: the relevance of international law in an evolving 
world order, 2011.

4	 Véase, por ejemplo, Walter Mattli y Ngaire Woods, The politics of global re-
gulation, Princeton University Press, 2009.

215 | 

¿Derecho a una economía sostenible? Explorando la intersección…



derecho y economía política, que considera cómo la regulación 
jurídica puede definir y afectar al desarrollo económico, y los 
estudios jurídicos críticos, que consideran los límites del dere-
cho y tratan de reconstruirlo de forma más inclusiva y receptiva. 
Para ello, también se contempla un análisis doctrinal exhaustivo 
de los derechos humanos existentes, marcos de desarrollo soste-
nible y estudios de casos de enfoques innovadores del derecho 
propuesto. Investigar la incipiente conexión entre derechos hu-
manos, economía política y desarrollo sostenible plantea retos 
debido a su naturaleza interdisciplinar. A ello se suma la natura-
leza compleja de definir el “derecho a una economía sostenible”. 
Sin embargo, cada vez hay más investigación en este ámbito, y su 
intersección específica requiere más atención. La información se 
obtiene a través de fuentes documentales, entrevistas con acto-
res clave y trabajo de campo.5 Los métodos cualitativos son los 
más apropiados para fenómenos poco estudiados que necesitan 
un contexto rico sobre el terreno para comprender los cómos y 
los porqués, como es el caso de esta investigación. 

Esta propuesta a modo de ensayo pretende contribuir al cre-
ciente discurso sobre el establecimiento de una economía mun-
dial sostenible basada en los derechos humanos a partir de las 
siguientes preguntas: 1) ¿Cuáles son las limitaciones del marco 
jurídico internacional actual para abordar los efectos negativos 
de las políticas económicas sobre los derechos humanos y el de-
sarrollo sostenible? 2) ¿Cómo puede un enfoque centrado en los 
derechos humanos y los principios de sostenibilidad integrarse 
en la toma de decisiones económicas y verse reforzado por el de-
recho internacional de los derechos humanos? 3) ¿Cuáles son las 
posibles oportunidades y limitaciones de litigio estratégico de un 
nuevo derecho a una economía sostenible en el marco de las Na-
ciones Unidas y de los sistemas regionales de derechos humanos, 
y cómo podría aplicarse eficazmente este derecho? 

5	 Cfr. Merriam, S. B., y Tisdell, E. J., Qualitative research: a guide to design and 
implementation, 4a. ed., John Wiley & Sons, 2016.
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II. El problema: un sistema  
económico desregulado

El neoliberalismo ha sido la ideología política dominante en la po-
lítica económica y política de los últimos cuarenta años. El neo-
liberalismo, también conocido como fundamentalismo de mer-
cado, sostiene que el bienestar humano puede avanzar dentro de 
una agenda institucional caracterizada por mercados libres, un 
Estado mínimo, libre comercio, falta de regulación económica y 
derechos de propiedad individual sustanciales.6 El neoliberalis-
mo da prioridad a los ideales de bienestar individual frente a los 
sociales, a la organización de la economía y la sociedad basada 
en el mercado frente a la dirigida por el Estado, y al desarrollo de 
las industrias nacionales por el sector privado frente al dirigido 
por el Estado.7 Valora la responsabilidad individual y la compe-
tencia por encima de la solidaridad social, la propiedad privada 
por encima de los bienes comunes colectivos, y la desigualdad 
socioeconómica por encima de la redistribución.8

El crecimiento económico, medido por el Producto Interno 
Bruto (PIB), ha sido el centro de esta agenda. A pesar de los im-
portantes aumentos del PIB en las últimas décadas, aproxima-
damente la mitad de la humanidad vive en pobreza (menos de 
5,50 dólares al día), lo que niega los derechos fundamentales a 
la alimentación, el agua, la vivienda, la educación, la atención sa-
nitaria, un trabajo decente y un medio ambiente sano.9 Las diez 
personas más ricas de Estados Unidos poseen 853.000 millones 
de dólares en total, cantidad suficiente para aliviar varias veces 
la pobreza extrema.10 La pandemia COVID-19 ha agravado una 
situación ya de por sí deteriorada porque ha sumido a la econo-
mía mundial en una recesión, y se calculó que entre 119 y 124 

6	 MacNaughton, Gillian y Frey, Diane F., “Introduction”, Economic and Social 
Rights in a Neoliberal World, Gillian MacNaughton y Diane F. Frey (eds.), 
Cambridge University Press, 2018, p. 5.

7	 Idem.
8	 Idem.
9	 Kate Donald, “A Rights-Based Economy: in critical times…” cit.
10	 Idem.
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millones de personas caerán en la pobreza en 2020.11 En los últi-
mos años, el hambre en el mundo ha aumentado en lugar de dis-
minuir: el 9% de la población mundial estaba categorizada como 
desnutrida en 2019, mientras que se estima que el número de 
personas que padecen hambre aguda se ha duplicado desde en-
tonces.12 La Organización Internacional del Trabajo informó que 
207 millones de personas están desempleadas, y se espera que el 
nivel de desempleo aumente en los próximos años.13 La Organi-
zación Mundial de la Salud y UNICEF informan que 1 de cada 4 
personas carece de agua potable en sus hogares.14 Los desastres 
naturales, producto del cambio climático y degradación de la bio-
diversidad, son responsables de casi una cuarta parte de todas las 
muertes y enfermedades en el mundo, lo que supone al menos 13 
millones de muertes al año.15  

El racismo, el sexismo y otros tipos de discriminación siguen 
prevaleciendo, como lo demuestran los efectos diferenciales de 
la pandemia de COVID-19 y las discrepancias en los ingresos  
y la riqueza. La mayoría de la población de los países en desarrollo 
y menos desarrollados sigue viviendo en la pobreza y la miseria 
debido a esta distribución desigual, que se ve exacerbada por las 
políticas del Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y 
la Organización Mundial del Comercio, de acuerdo con fuentes 

11	 World Bank, “Updated estimates of the impact of COVID-19 on global po-
verty: looking back at 2020 and the outlook for 2021”, https://blogs.worl-
dbank.org/opendata/updated-estimates-impact-covid-19-globalpoverty-loo-
king-back-2020-and-outlook-2021

12	 FAO, “The state of food security and nutrition in the world 2021”, núm. 15, 
2021, http://www.fao.org/documents/card/en/c/cb4474en

13	 International Labour Office, World Employment and Social Outlook Trends 
2022, 2022, https://public.ebookcentral.proquest.com/choice/PublicFullRe-
cord.aspx?p=6941163

14	 World Health Organization, United Nations Children’s Fund (UNICEF), 
Progress on household drinking water, sanitation and hygiene 2000-2020: five 
years into the SDGS, 2021, https://apps.who.int/iris/handle/10665/345081

15	 World Health Organization, WHO global strategy on health, environment 
and climate change: the transformation needed to improve lives and wellbeing 
sustainably through healthy environments,  2020, https://apps.who.int/iris/
handle/10665/331959 
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autorizadas.16 Nótese que esta dificultad no solo afecta a los paí-
ses en desarrollo, sino también a los más poderosos, como es el 
caso de Estados Unidos, por atraer un ejemplo.17 

Las estadísticas son duras y han surgido serios cuestiona-
mientos por parte de economistas sobre la operación del sistema 
financiero global, y sus devastadoras consecuencias en la vida de 
las personas. A partir de ello surge la pregunta sobre la existencia 
de estudios y regulación desde el enfoque del derecho interna-
cional de los derechos humanos.

III. Discusiones de economistas y juristas

La mayor parte de la literatura que explica el fracaso del neo-
liberalismo a la hora de abordar adecuadamente la justicia so-
cial y medioambiental procede de economistas, especialmente 
de la rama de la economía del desarrollo. Los especialistas en 
derechos humanos tienen una presencia creciente pero relativa-
mente modesta en este espacio académico, como veremos más 
adelante. A este respecto, David Kennedy afirma que el impac-
to distributivo del derecho rara vez ha sido objeto de atención 
de los principales estudios jurídicos internacionales. Varias ge-
neraciones de juristas internacionales procedentes del contexto 
político y económico se han unido a la corriente principal para 
descubrir y corregir patrones de desventajas.18 Del mismo modo, 
los juristas feministas también han aportado una perspectiva de 
género a estos retos.19 A pesar de sus contribuciones esenciales y 
perspicaces, estos académicos aún no han conseguido situar las 
preocupaciones distributivas en el primer plano de la conciencia 
pública. Igualmente, parte de la razón de ser de esta laguna es la 
creencia generalizada de que las cuestiones político-económicas 
quedan fuera del ámbito del derecho internacional.20

16	 Shawkat, Alam, Natalie Klein, y Juliette Overland (eds.), op. cit.
17	 Cfr. Reich, Robert B., Saving capitalism: for the many, not the few, 2015.
18	 Kennedy, David, A world of struggle: how power, law, and expertise shape 

global political economy, 2016, p. 217.
19	 Idem.
20	 Kennedy, David, op. cit.
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Economistas como Sen han demostrado que el hambre no 
es consecuencia de la falta de alimentos, sino de las desigualda-
des en los mecanismos de distribución de los mismos.21 Sachs  
sostiene que los países más pobres están sumidos en la miseria 
y no tienen escapatoria sin la ayuda masiva de los países más 
ricos.22 Asimismo, afirma que Estados Unidos ha pasado por alto 
la creciente disparidad económica y los graves riesgos medioam-
bientales porque ha puesto demasiado énfasis en el crecimiento 
económico.23 Easterly lo cuestiona al presentar pruebas estadís-
ticas que sugieren que los países recientemente industrializados 
alcanzaron este estatus sin mucha ayuda exterior. Easterly argu-
menta que las pruebas estadísticas de Sachs son engañosas por-
que ignoran el hecho de que la ayuda exterior no fue el único fac-
tor que contribuyó al éxito de estos países. También sugiere que 
el éxito de estos países se debió a una combinación de factores, 
como la buena gobernanza, unas políticas económicas sólidas y 
unas condiciones económicas mundiales favorables. Asimismo, 
sostiene que la ayuda exterior ha hecho más mal que bien en mu-
chos casos y que la atención debería centrarse en capacitar a las 
comunidades locales y promover el crecimiento económico me-
diante soluciones basadas en el mercado.24 

Por su parte, Raworth propone una alternativa al modelo de 
crecimiento económico que equilibre las necesidades humanas 
esenciales y los límites planetarios. Destaca la importancia de 
encontrar soluciones sostenibles que aborden tanto el bienestar 
humano como la preservación del medio ambiente.25 Ella sostie-
ne que la mentalidad financiera neoclásica ha agravado progre-
sivamente la degradación medioambiental y la injusticia social, 

21	 Sen, Amartya, Poverty and famines: an essay on entitlement and deprivation.
22	 Sachs, Jeffrey, Building the new american economy: smart, fair, and sustaina-

ble, 2017.
23	 Idem.
24	 Easterly, William, The white man’s burden: why the west’s efforts to aid the 

rest have done so much Ill and so little good, 2007. Véase también, Easterly, 
William, The tyranny of experts: economists, dictators, and the forgotten ri-
ghts of the poor, 2013.

25	 Raworth, Kate, Doughnut economics: seven ways to think like a 21st. century 
economist, 2017.
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haciéndola insostenible. El llamado libre mercado es incapaz de 
resolver estos problemas por sí solo. Afirma que las preocupa-
ciones medioambientales y sociales no son tangenciales, sino de 
“importancia vital”, y que solo ahora se consideran “gastos exter-
nos” porque “no las hemos tenido en cuenta en nuestro pensa-
miento económico”. Además, defiende que enfrentarse al actual 
monopolio de la teoría económica es de vital importancia si que-
remos hacer viables nuestras actuales instituciones político-eco-
nómicas, ya que “la economía es la lengua materna de la política 
pública, el lenguaje de la vida pública y la mentalidad que define 
la sociedad”. La “dona” que propone como remedio es una simple 
referencia visual al pensamiento económico del siglo xxi. Sostie-
ne que la economía debe funcionar dentro de una zona “segura 
y razonable” entre un límite ecológico y una base social.26 Final-
mente, Raich sugiere “salvar el capitalismo” con regulaciones 
adecuadas creadas por los Gobiernos y recuperar así nuestra de-
mocracia. Para él, la cuestión central es quién da forma a las re-
glas económicas y con qué propósito. En las últimas tres décadas, 
las reglas han sido dirigidas por corporaciones como Wall Street 
y personas adineradas para canalizar hacia sí mismas una parte 
esencial de los ingresos y la riqueza y en tales circunstancias,  
una economía y una sociedad no pueden sostenerse.27 Para Reich, 
este es un problema que afrenta a la democracia. Defiende que el 
futuro debate crítico no es sobre el tamaño del Gobierno, sino 
sobre para quién es el Gobierno. La decisión esencial no es entre 
el libre mercado y el Gobierno; es entre un sistema destinado a 
una prosperidad de base amplia y otro diseñado para concentrar 
prácticamente todas las recompensas en manos de unos pocos en 
la cima. La cuestión crucial no es cuánto dinero debe quitarse a 
los ricos para transferirlo a los pobres; se trata de cómo estable-
cer las reglas del mercado. Una economía que crea por sí misma 
lo que la mayoría de la gente consideraría una distribución justa, 
sin necesidad de redistribuciones significativas a posteriori.28

26	 Ibidem, pp. 21-50.
27	 Reich, Robert B., op. cit. Véase también, Walter Mattli y Ngaire Woods, The 

politics of global regulation, Princeton University Press, 2009.
28	 Reich, Robert B., op. cit. 
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Aunque la literatura económica empieza a reflejar los defec-
tos de las políticas neoliberales, el diálogo interdisciplinar puede 
ser la clave de las soluciones.

Por parte de los juristas, MacNaughton y Frey demuestran 
que el neoliberalismo plantea importantes retos en materia de 
derechos humanos, predominantemente los DESCA en distintos 
países, y que los derechos económicos y sociales deben hacerse 
más visibles para más personas en todo el mundo, y ser auda-
ces y persistentes a la hora de hacerlos realidad.29 Alam, Klein 
y Overland exploran los estragos de los derechos humanos en 
la economía actual a través de la lente de la globalización, que 
ha dado lugar a nuevos retos y oportunidades para la protección 
y promoción de los derechos humanos, pero también ha crea-
do nuevas amenazas para los derechos humanos, especialmente 
en los países en desarrollo, donde las empresas multinacionales 
operan a menudo con impunidad, y los Gobiernos son incapaces 
o no están dispuestos a proteger los derechos de sus ciudada-
nos.30 Según Donald, el sistema económico neoliberal ha perjudi-
cado los derechos de millones de personas.31 Incluso antes de la 
pandemia de COVID-19, el hambre iba en aumento, la brecha de 
riqueza había alcanzado nuevas cotas y millones de personas vi-
vían en la más absoluta pobreza.32 Ella declaró que “esto ha dado 
a los Gobiernos, las corporaciones y las instituciones financieras 
internacionales un pase libre para esencialmente hacer de las de-
cisiones de política económica una ‘zona libre de derechos’”.33 
Van Ho y Černič, realzan una perspectiva pluralista de “derechos 
humanos y empresas”, donde los derechos humanos deben ser lo 
primero, no las empresas.34 Según ellas, las normativas de “hard 

29	 MacNaughton, Gillian y Frey, Diane F., op. cit.
30	 Shawkat, Alam, Natalie Klein, y Juliette Overland (eds.), op. cit.
31	 Cf. Kate Donald, “A rights-based economy: In critical times, a roadmap 

for action,” Spotlight on sustainable development 2021. Demanding justice 
beyond rhetoric. Time to overcome contradictions and hypocrisy in the CO-
VID-19 crisis, Center for Economic and Social Rights, 2021, p. 81, https://
www.cesr.org/2021-spotlight-report/

32	 Idem.
33	 Ibidem, p. 83.
34	 Jernej Letnar Černič y Tara Van Ho (eds.), Human rights and business: 

direct corporate accountability for human rights, 2015.
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law” parecen estar a décadas de distancia a nivel internacional. 
Las iniciativas de la ONU, como los Principios Rectores y el Gru-
po de Trabajo de la ONU sobre el tema de los derechos humanos 
y las empresas transnacionales y otras operaciones corporativas, 
van más allá de ser solo un paso en la dirección correcta.35 Sin 
embargo, son insuficientes por sí solas para poner fin a los abu-
sos y garantizar que las víctimas obtengan justicia.36 Linarelli, 
Salomon y Sornarajah, examinan cómo el derecho internacio-
nal y sus regímenes de comercio, inversión, finanzas y derechos 
humanos, están implicados en la construcción del sufrimiento, 
y cómo el derecho internacional produce, reproduce e incrus-
ta la injusticia al tiempo que reduce las alternativas que pueden 
servir a la humanidad. Las autoras también muestran cómo el 
derecho económico internacional está implicado en la creación 
y reproducción de la “miseria”, especialmente en los países en 
desarrollo. Sostienen que el derecho internacional se ha confi-
gurado para beneficiar a los ricos y poderosos, marginando al 
mismo tiempo a las personas en estado de pobreza y en situación 
de vulnerabilidad.37 Las autoras concluyen que es necesario re-
formar el derecho internacional para promover la justicia social, 
los derechos humanos y el desarrollo sostenible. 

Rober, Ricard y Ruiz Abou-Nigm exponen la clara conexión 
entre los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS) y el derecho 
internacional. Concluyen que el derecho internacional privado 
podría desempeñar un papel crucial en la consecución de los ODS 
mediante la promoción del desarrollo sostenible y la protección de  
los derechos humanos.38 Birchall defiende que los principios  
de derechos humanos sí se aplican a las cuestiones económicas y 
ofrece un marco conceptual basado en el derecho internacional 
de los derechos humanos, las empresas y los derechos humanos, 

35	 Idem.
36	 Idem.
37	 Linarelli, John, Salomon, Margot E. y Sornarajah, M., The misery of inter-

national law: confrontations with injustice in the global economy, 2018, pp. 
226–270.

38	 Cfr. Robert, Sabrina, Ricard, Pascale y Ruiz Abou-Nigm, Verónica, SDG’S 
2030, white paper 18, ADI/ILA, 2022, https://www.ilaparis2023.org/
wp-content/uploads/2022/10/ADI-ILA-ODD-VHD-EN.pdf
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y los enfoques críticos.39 Alston, presentó un informe crítico que 
muestra cómo las normas y prácticas económicas presentan im-
pactos serios en los derechos humanos. Como ejemplo, dijo que 
la pobreza en el Reino Unido era una “decisión política”.40 En un 
trabajo más reciente, Alston y Reisch expusieron los vínculos de 
los derechos humanos y el derecho fiscal para eliminar las des-
igualdades económicas, sociales y políticas.41 Por último, Krisch 
aporta un enfoque del derecho internacional de los derechos hu-
manos al servicio de potencias hegemónicas como Estados Uni-
dos. Su investigación es importante para comprender la dinámica 
de los bienes económicos en las negociaciones internacionales.42 
Puig, muestra los efectos negativos de la globalización económica 
analizando la intersección de derechos de las comunidades in-
dígenas y el derecho internacional económico.43 Finalmente, los 
Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas, que se centran en la responsabilidad de 
las empresas de proteger los derechos humanos y el deber de los 
Estados en garantizarlo.44  

39	 Birchall, David, Human rights and political economy: addressing the legal 
construction of poverty and rights deprivation, JLPE, 2022, https://escholars-
hip.org/uc/item/8mf679v5 

40	 Alston, Philip, Report of the special rapporteur on extreme poverty and hu-
man rights, 2015, https://digitallibrary.un.org/record/798707?ln=en

41	 Alston, Philip y Reisch, Nikki (eds.), Tax, inequality, and human rights, 
2019.

42	 Cfr. Nico, Krisch, “More equal than the rest? Hierarchy, equality and US 
predominance in international law”, en Byers, Michael y Nolte, Georg 
(eds.), United States hegemony and the foundations of international law, 
Cambridge University Press, Cambridge, 2003. Véase también, Nico, 
Krisch, International law in times of hegemony: unequal power and the sha-
ping of the international legal order, Oxford University Press, 2005.

43	 Puig, Sergio, At the margins of globalization: indigenous peoples and interna-
tional economic law, 2021, https://www.cambridge.org/core/product/identi-
fier/9781108596503/type/book

44	 Naciones Unidas, Principios rectores sobre las empresas y los derechos hu-
manos: puesta en práctica del marco de las naciones unidas para “prote-
ger, respetar y remediar”, 2011, https://www.un-ilibrary.org/content/
books/9789210565998
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Después de esta radiografía general, queda claro que las po-
líticas neoliberales han perjudicado a las personas y al planeta al 
priorizar las decisiones financieras sobre los derechos humanos. 
Aunque los economistas muestran las debilidades de nuestro sis-
tema económico, no pueden acercarse a las soluciones jurídicas 
necesarias para alcanzar la justicia social y medioambiental. Esto 
es aún más grave porque la investigación sobre este problema 
por parte de juristas y especialistas en derechos humanos es mí-
nima. Por ejemplo, en el sistema de las Naciones Unidas y en los 
sistemas regionales de derechos humanos, no hay referencias a 
argumentos que cuestionen el modelo neoliberal de desarrollo 
en los litigios en que se cuestionan los DESCA.45 La ausencia de 
referencias a argumentos que cuestionen el modelo neoliberal  
de desarrollo en casos en los que estén en juego DESCA ante tri-
bunales internacionales de derechos humanos pone de manifies-
to una importante laguna a la hora de abordar los problemas sis-
témicos del actual modelo económico. No existe una definición 
clara del alcance del concepto “económico” en el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y su Comi-
té. Frecuentemente, los litigios estratégicos de estos derechos se 
limitan a los efectos de las malas políticas en lugar de las causas. 

Sugiere una posible limitación en el reconocimiento y la pro-
tección de los DESCA, lo que plantea interrogantes sobre la ca-
pacidad del actual sistema jurídico para abordar y salvaguardar 
eficazmente los derechos de las personas y las comunidades afec-
tadas por las consecuencias negativas de las prácticas neolibera-
les de desarrollo.

45	 Para ver la comprensión actual de los DESCA sin perspectiva de economía 
política, Ramos, Eréndira y García Ramírez, Sergio, “Línea jurisprudencial 
sobre DESCA”, Internazionale e Diritti Umani, 2020; García Ramírez, Ser-
gio, La Corte Interamericana de Derechos Humanos, Porrúa, 2019; Ferrer 
Mac-Gregor, Eduardo et al., Inclusión, Ius Commune y justiciabilidad de los 
DESCA en la jurisprudencia interamericana. El Caso Lagos del Campo y los 
nuevos desafíos, México, IECEQ, 2018, pp. 15 y ss.; Bogdandy, Armin von, 
et al., El constitucionalismo transformador en América Latina y el derecho 
económico internacional. De la tensión al diálogo, México, IIJ-UNAM-Max 
Planck Institute-Deutsche Forschungsgemeinschaft, 2018, pp. 13 y ss.
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IV. Desarrollo sostenible como respuesta parcial

La mayoría de los estudios sobre desarrollo sostenible ofre-
cen un marco para una visión más holística del desarrollo con el 
fin de avanzar en los DESCA dentro de los límites del planeta. 
Este concepto entiende el bienestar individual y comunitario de 
las personas basado en tres pilares: económico, medioambiental 
y social. Surge como una respuesta a recientes las crisis globales, 
aunque con importantes limitaciones.

Sen y Anand sostienen que, tradicionalmente, el desarrollo 
se ha relacionado con la prosperidad total de un Estado, medi-
da por el crecimiento del PIB per cápita. Sin embargo, el PIB no 
es una medida exacta de la renta, la distribución de la riqueza 
o el disfrute de servicios y productos esenciales como la sani-
dad, la educación, el agua o la alimentación. Las Naciones Unidas 
elaboraron en 1990 el Índice de Desarrollo Humano, que utiliza 
tres factores para cuantificar la felicidad: la esperanza de vida, el 
conocimiento y un nivel de vida digno.46 Según este último, no 
existe una relación significativa entre el desarrollo económico y 
las ganancias en salud y educación.47

Bantekas y Oette sostienen que el desarrollo sostenible es 
esencialmente un valor de bienestar individual y comunitario en 
lugar de la concepción tradicional del progreso de un país en tér-
minos financieros, en particular el PIB.48 Asimismo, afirman que 
la ayuda al desarrollo y el alivio de la deuda externa son funda-
mentales para alcanzar el derecho al desarrollo; en consecuencia, 
es crucial analizar las situaciones en las que los Gobiernos po-
drían repudiar unilateralmente la deuda ilegítima o suspender el 
pago de una deuda insostenible.49

46	 UNDP, Sustaining human progress: reducing vulnerabilities and building resi-
lience, 2014.

47	 Idem.
48	 Bantekas, Ilias y Oette, Lutz, International human rights law and practice, 3a. 

ed., 2020, pp. 619-664. 
49	 Idem.
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Con este panorama han surgido propuestas como el derecho 
al desarrollo de M’Baye (1972),50 la Declaración sobre el Dere-
cho al Desarrollo (1986), y los Objetivos de Desarrollo del Mile-
nio (2000). Dado que esos objetivos carecían de perspectiva de 
derechos humanos y se basaban principalmente en la asistencia 
económica, nuestra perspectiva global ha seguido evolucionando 
con el Relator Especial sobre el Derecho al Desarrollo (2010), 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (2015),51 y un Proyecto de 
Convención sobre el Derecho al Desarrollo (2022).52

Desde entonces, han surgido otros conceptos para intentar 
realizar un análisis más preciso de las acciones y los impactos 
sobre el bienestar humano y medioambiental, como Felicidad 
Nacional Bruta,53 economías verdes,54 producto interior bruto 
verde,55 capitalismo sostenible,56 felicidad sostenible,57 y econo-
mía sostenible.58 La aparición de estos diversos conceptos refleja 
un cambio más amplio en las prioridades de la sociedad, donde la 
atención no se centra únicamente en el crecimiento económico, 
sino también en el bienestar holístico y la sostenibilidad. Pone 
de relieve la necesidad de un enfoque más global que tenga en 
cuenta tanto el florecimiento humano como la preservación de 
nuestro planeta para las generaciones futuras.

50	 M’Baye, Keba, “Le droit au développement comme un droit de l’homme”, 
inaugural lesson to the third session of the International Institute for Hu-
man Rights, 3 de julio de 1972, Revue des Droits de L’homme, vol. 5, p. 503.

51	 Transforming our world: the 2030 Agenda for Sustainable Development, 
2015, https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N15/291/89/
PDF/N1529189.pdf?OpenElement 

52	 Zamir Akram, Draft Convention on the Right to Development.
53	 Karma Ura, Sabina Alkire y Tshoki Zangmo, GNH and GNH Index, 2012.
54	 Edward Barbier, Anil Markandya y David W. Pearce, A new blueprint for a 

green economy, 2012.
55	 Laszlo, Christopher (ed.), Business strategies and management for sustaina-

bility, 2013.
56	 Harrison, Neil E., Sustainable capitalism and the pursuit of well-being, 2013, 

http://www.myilibrary.com?id=553055
57	 Gelder, Sarah Van (ed.), Sustainable happiness: live simply, live well, make a 

difference, 2014. Véase también, Gelder, Sarah Van, The revolution where you 
live: stories from a 12,000-mile journey through a New America, 2017.

58	 Pearce, David W. y Barbier, Edward, Blueprint for a sustainable economy, 2000.
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Con una posición crítica, Kotze y Adelman sostienen que “el 
desarrollo sostenible no es un principio socioecológico”. Para 
ellos, el “principio, que está profundamente arraigado en la legis-
lación, la formulación de políticas y la gobernanza medioambien-
tales, impulsa un crecimiento económico neoliberal destructivo 
para el medio ambiente que explota y degrada el orden vital vul-
nerable”.59 Su postura pone en tela de juicio la eficacia del de
sarrollo sostenible para proteger el medio ambiente y promover 
la justicia social, apelando a quienes critican los sistemas neoli-
berales. Sin embargo, las perspectivas sobre la persuasión de su 
argumento varían, ya que algunos creen que el desarrollo soste-
nible, cuando se aplica correctamente, puede lograr un equilibrio 
entre el crecimiento económico, la preservación del medio am-
biente y el bienestar social.

Resulta interesante que la mayoría de las propuestas relacio-
nadas con el desarrollo sostenible han surgido desde la economía 
y otras disciplinas más que desde la óptica de los derechos huma-
nos. El proyecto que comparto trataría de reforzar los vínculos 
del derecho internacional de los derechos humanos, el desarrollo 
sostenible y la economía política mediante la creación de mé-
todos interdisciplinarios. Esto último puede conducir a un rico 
debate sobre la distribución equitativa de los recursos y el acceso 
a los derechos socioeconómicos con la posibilidad de crear el de-
recho a una economía sostenible exigible ante cortes internacio-
nales. Y quizás las Naciones Unidas se estén volcando hacia una 
dirección similar.

V. Naciones unidas y la transformación  
del sistema económico global

El objetivo mundial del desarrollo sostenible ha puesto de relie-
ve la interacción crítica entre el progreso económico, el bien-
estar social y la preservación del medio ambiente. A medida 
que las naciones se enfrentan a problemas cada vez mayores 

59	 Kotzé, Louis J. y Adelman, Sam, “Environmental law and the unsustainabi-
lity of sustainable development: a tale of disenchantment and of hope”, Law 
Critique, 2022, https://link.springer.com/10.1007/s10978-022-09323-4
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derivados del cambio climático, la desigualdad y el agotamien-
to de los recursos, aumenta la concienciación sobre la necesidad  
de una transición económica que promueva la sostenibilidad. Al-
tos funcionarios de las Naciones Unidas han hecho urgentes lla-
mamientos a la acción, y en resoluciones clave se ha insistido en 
la transformación de los sistemas económicos hacia un modelo 
más sostenible en respuesta a estos acuciantes problemas.60 Des-
tacaron que la pandemia del COVID-19 agravó esas condiciones, 
y que la urgencia de replantear nuestro sistema económico es 
más evidente que nunca.61

En 1999, Cheru, Experto Independiente sobre los Efectos 
de las Políticas de Ajuste Estructural en el Pleno Disfrute de los 
Derechos Humanos, afirmó que para superar la pobreza, la mar-
ginación y la alienación generalizada como los problemas más 
significativos y generalizados a los que se enfrentan muchos paí-
ses endeudados, el “ajuste alternativo ‘con la transformación’ 
debería hacer hincapié en el crecimiento económico sostenible 
combinado con la justicia social”. Además, el ajuste con la trans-
formación debería tener los siguientes elementos: i) promover 
el desarrollo humano y la igualdad de género; ii) prioridad a la 
satisfacción de las necesidades humanas básicas; iii) garantizar  
la representación democrática y la toma de decisiones; iv) garan-
tizar una justa retribución del trabajo, y v) reparto equitativo de 
la carga de la deuda.62

En 2011, la Asamblea General publicó una resolución en la 
que llamaba a la conexión entre la felicidad y el bienestar econó-
mico y medioambiental a través de la “necesidad de un enfoque 
más inclusivo, equitativo y equilibrado del crecimiento económi-
co que promueva el desarrollo sostenible, la erradicación de la 

60	 Bachelet, Michelle, Environmental crisis: high commissioner calls for leaders-
hip by human rights council member states, OHCHR, https://www.ohchr.org/
en/2021/09/environmental-crisis-high-commissioner-calls-leadership-hu-
man-rights-council-member-states

61	 United Nations, Our common agenda, Report of the Secretary-General, 
2021.

62	 Effects of structural adjustment policies on the full enjoyment 
of human rights, 1999, https://www.degruyter.com/document/
doi/10.9783/9780812205381.596/html 
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pobreza, la felicidad y el bienestar de todos los pueblos” porque 
“los modelos insostenibles de producción y consumo pueden im-
pedir el desarrollo sostenible”. “La felicidad es un objetivo hu-
mano fundamental”, y “el indicador del producto interno bruto 
por naturaleza no fue diseñado para reflejar y no refleja adecua-
damente la felicidad y el bienestar de las personas de un país”.63 
En la resolución se pidió al Gobierno de Bután que organizara 
la Reunión de alto nivel sobre bienestar y felicidad: definición de un 
nuevo paradigma económico, que dio lugar a un influyente infor-
me en el que se abogaba por una nueva economía en 2012.64 La 
inclusión de este último, destacando el vínculo entre felicidad, 
bienestar económico y medioambiental, y el llamamiento a un 
nuevo paradigma económico, justifica la necesidad de explorar 
el concepto de derecho a una economía sostenible, ya que subra-
ya la insuficiencia de los indicadores económicos convencionales 
para captar el bienestar holístico y la urgencia de cambiar hacia 
un enfoque más inclusivo, equitativo y equilibrado para promo-
ver el desarrollo sostenible y el bienestar integral.

En 2021, y como ya adelantábamos, la Alta Comisionada de 
la ONU Bachelet “apoya una transición justa hacia una economía 
sostenible y basada en los derechos humanos”.65 Por su parte, el 
secretario general de la ONU, Guterres, ha pedido recientemente 
“esfuerzos a las instituciones financieras internacionales y a los 
Estados para lograr una economía mundial más justa y sosteni-
ble”.66

A pesar del creciente reconocimiento de la necesidad de 
una economía más sostenible, el actual marco jurídico sobre de-
rechos humanos, y especialmente los DESCA, no ha abordado 
plenamente los efectos perjudiciales de las políticas neoliberalis-
tas. Esta investigación pretende abonar sobre esta laguna priori-

63	 United Nations General Assembly, Happiness: towards a holistic approach to 
development, 2011, https://digitallibrary.un.org/record/715187

64	 Defining a new economic paradigm: the report of the high level meeting 
on wellbeing and happiness (The Permanent Mission of the Kingdom of 
Bhutan to the United Nations), 2012.

65	 Bachelet, Michelle, op. cit.
66	 United Nations, Our common agenda, op. cit.
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zando explícitamente los derechos humanos y los principios de 
sostenibilidad en la toma de decisiones económicas. Lo anterior 
contrarrestaría el actual enfoque centrado solo en ganancias y 
fomentaría políticas holísticas y litigios estratégicos ante los tri-
bunales internacionales.

VI. Alcance de un derecho a una economía sostenible

Defino el derecho a una economía sostenible como el derecho 
humano a vivir en un sistema económico que promueva el bien-
estar económico, social y ambiental de manera equilibrada y 
equitativa. Este derecho implicaría que las normas y políticas 
económicas deben ser diseñadas, negociadas y ejecutadas de ma-
nera que garanticen la protección y acceso a derechos humanos, 
la justicia social y la sostenibilidad ambiental. Mi propuesta de 
crear este derecho surge como una respuesta a las limitaciones 
del actual marco económico y legal para atender la crisis de des-
igualdad económica, violaciones a derechos humanos y degrada-
ción ambiental, incluido el cambio climático. Aunque contamos 
con derechos relacionados, como el derecho al desarrollo soste-
nible67 y el derecho a un medio ambiente sano,68 el derecho a una 
economía sostenible es complementario y necesario. Este último 
va más allá de la mera protección ambiental y cuestiona directa-
mente las políticas y normas económicas que pudieran tener un 
efecto negativo tanto en el medioambiente como a nivel social. 
Además de que provee un enfoque integral que enfatizaría la in-
tersección de los asuntos económicos, ambientales y sociales.

En este derecho hay cinco elementos clave: 1. Regulación ac-
tiva por parte de los Estados; 2. Rendición de cuentas a través de 
un mecanismo legal-jurisdiccional (mecanismos de monitoreo, 
cortes regionales de derechos humanos y cortes constituciona-

67	 United Nations, Realizing the right to development: essays in commemoration 
of 25 years of the United Nations Declaration on the Right to Development, 
2013.

68	 Asamblea General de las Naciones Unidas, El derecho humano a un medio 
ambiente limpio, saludable y sostenible, A/76/L.75, 2022, https://digitalli-
brary.un.org/record/3982508?ln=en&v=pdf
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les) que garantice la responsabilidad de los Estados y las corpora-
ciones, en la protección de derechos socioeconómicos y el medio 
ambiente; 3. Justicia social con la protección y garantía de los 
DESCA, especialmente de poblaciones en situación de vulnerabi-
lidad; 4. Equidad económica, con políticas fiscales, monetarias y 
comerciales que aseguren la distribución equitativa de la riqueza 
y reduzcan la pobreza y desigualdad; y 5. Desarrollo sostenible 
que busca el equilibrio del desarrollo económico con la protec-
ción de los DESCA y el medio ambiente.

El derecho a una economía sostenible es complementario y 
diferente de los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos 
Humanos ya que va más allá del monitoreo de la actividad em-
presarial e incluye la estructura del sistema económico en gene-
ral. De esa forma, el nuevo derecho pretende mirar las causas es-
tructurales de la injusticia económica y social tomando en cuenta 
la responsabilidad de los Estados y las instituciones internaciona-
les en la creación de un sistema financiero sostenible justo. Los 
Principios Rectores no son vinculantes, mientras que la creación 
del derecho en discusión conllevaría a la creación de tratados in-
ternacionales con cortes como mecanismos de supervisión con 
efectos obligatorios.

El proceso de integración del derecho a una economía soste-
nible en el DIDH necesita de una serie de medidas estratégicas y 
colaborativas, por ejemplo: elaboración de un tratado internacio-
nal que reconozca tal derecho, así como de protocolos en trata-
dos existentes que puedan integrarlo; litigio estratégico ante las 
Cortes Africana, Europea e Interamericana sobre Derechos Hu-
manos para que reconozcan y desarrollen jurisprudencia al res-
pecto; impulsar resoluciones y declaraciones desde la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y el Consejo de Derechos Hu-
manos; evaluar su cumplimiento a través de los Exámenes Perió-
dicos Universales del Consejo de Derechos Humanos y Comités 
de Tratados, como el Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales.

Con la alineación de las actividades económicas con los prin-
cipios de derechos humanos y sostenibilidad a través de un de-
recho de esta naturaleza, las empresas se verían obligadas a ante-
poner los intereses de sus empleados y la salud del planeta a los 
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intereses de sus inversores. Todas las decisiones económicas y las 
medidas decisivas que se adopten para evitar nuevas calamidades 
climáticas deben guiarse por el respeto a los límites ecológicos. 
El cambio hacia el derecho a una economía sostenible también 
requiere democratizar y descolonizar las decisiones financieras 
a todos los niveles, especialmente teniendo en cuenta el énfasis 
de COVID-19 en la necesidad de reconstruir el multilateralismo 
desde la base. Un aspecto significativo de este rompecabezas es 
una revolución masiva en la gobernanza económica mundial.

También somos conscientes de algunos de los desafíos, como 
lograr el consenso para una definición precisa sobre los alcances 
de un derecho a una economía sostenible y la manera en la que se 
puede hacer cumplir tal derecho. Ello incluye la creación y forta-
lecimiento de mecanismos efectivos para supervisar su cumpli-
miento. Finalmente, encontrar voluntad política y negociar un 
acuerdo internacional en un escenario en el que existen intereses 
económicos y prioridades disidentes entre las naciones. 

Sin embargo, el Derecho Internacional de los Derechos Hu-
manos no se puede quedar atrás en la discusión sobre la crea-
ción de una economía basada en el bienestar de las personas, que 
sea sostenible en términos sociales, materiales y ambientales. La 
perspectiva del DIDH tiene el potencial de regresar el poder de 
controlar la banca global a los Estados y contrarrestar la dinámica 
neoliberal de sustraerlos de la regulación del sistema financiero 
mundial. Este enfoque no busca la eliminación del sistema capi-
talista; sino que busca la regulación apropiada, la política pública 
y la rendición de cuentas basada en principios de derechos hu-
manos. Es una perspectiva que toma en cuenta la equidad y la 
diversidad.

El poder de los tribunales nacionales e internacionales en esta 
cuestión es fundamental. Estos últimos crean espacios para el li-
tigio estratégico y las políticas públicas. Para los profesionales de 
los derechos humanos no es nuevo exigir el cumplimiento de los 
DESCA, pero lo que sería único es solicitarlos con argumentos 
basados en las prácticas destructivas del Estado que implicaran 
decisiones económicas y legales con corporaciones privadas y 
otras entidades. En nuestra región, el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos tiene potencial para la creación de un dere-
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cho a una economía sostenible de dos maneras: a través de un 
tratado que contendría la jurisdicción contenciosa de la Corte In-
teramericana; y/o por reconocimiento expreso de la propia Cor-
te Interamericana a través de una interpretación progresiva de 
los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. Esta 
última opción implicaría que la Corte tendría potestad para or-
denar a los Estados que impidan, eliminen o modifiquen las po-
líticas económicas que afecten el adecuado acceso a los DESCA, 
especialmente grupos en situación de vulnerabilidad. Garantizar 
que todas las personas tengan el mismo acceso a sus derechos 
humanos exige actuar para redistribuir los recursos, abordar las 
desigualdades y reequilibrar el poder económico. Lo anterior 
contradice la lógica neoliberal al dar prioridad a los derechos hu-
manos y principios de sostenibilidad, frente a los intereses de los 
inversores y las empresas. 

VII. Conclusión

Las políticas económicas con un enfoque neoliberal han dado 
lugar a violaciones sistemáticas de los derechos socioeconómi-
cos y han obstaculizado la mejora del desarrollo sostenible. El 
actual sistema financiero global es el principal obstáculo para la 
justicia social y medioambiental y la consecución de los Objeti-
vos de Desarrollo Sostenible debido a su inherente priorización 
de crecimiento impulsado meramente por las ganancias frente 
a la distribución equitativa de los recursos y la sostenibilidad 
medioambiental. Integrar el derecho internacional de los dere-
chos humanos y los principios del desarrollo sostenible en los 
procesos de toma de decisiones económicas es esencial para lo-
grar políticas inclusivas y acabar con la creencia de que las cues-
tiones político-económicas están fuera del ámbito del derecho 
internacional. Un derecho a una economía sostenible puede in-
centivar una mayor responsabilidad por parte de las corporacio-
nes y los Estados ante los tribunales internacionales de derechos 
humanos, dando a los individuos el poder de exigir sus derechos y  
obligando a los Estados a recuperar su poder para regular su eco-
nomía política, en lugar de ceder a los intereses corporativos. Me 
parece importante hacer énfasis en que mi propuesta no aboga 
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por la eliminación del sistema capitalista en sí, sino que pretende 
dar luz sobre la urgente necesidad de regulación con las bases del 
derecho internacional de los derechos humanos; y de la creación 
de un mecanismo que permita políticas públicas y rendición de 
cuentas adecuadas con una perspectiva sostenible.

Esta investigación es relevante porque se centra en los acu-
ciantes retos planetarios agravados por la pandemia COVID-19, 
entre los que se incluyen la pobreza, la desigualdad económica y 
el cambio climático. La propuesta contribuye al ámbito jurídico 
llenando un vacío de conocimiento significativo en la literatura 
actual relacionada con la intersección de los derechos humanos, 
el desarrollo sostenible y la economía política. En el análisis del 
actual sistema político económico y sus impactos deliberados so-
bre los derechos socioeconómicos, este trabajo quiere contribuir, 
a través de un acercamiento interdisciplinario, con una solución 
integral a través de la creación de un derecho a una economía 
sostenible. El objetivo general es empoderar a los individuos con 
un derecho justiciable que ponga a los Estados y las empresas a 
rendir cuentas en virtud del DIDH en los casos en que las polí-
ticas económicas se tornen nocivas. Los resultados tienen impli-
caciones a gran escala como la capacidad de influir en la reforma 
del sistema financiero mundial a través de la aplicación del DIDH 
para lograr un sistema financiero más sostenible y equitativo.
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